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Este documento presenta una breve exposición de los puntos de vista del movimiento internacional de consumidores sobre algunos de los temas claves incluidos en la Agenda para el Comercio en Doha, como preparación para la quinta reunión ministerial de la Organización Mundial del Comercio (OMC) que se realizará desde el 10 al 14 de septiembre en Cancún, México. 
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Introducción

Las organizaciones de consumidores reconocen la necesidad de equilibrar los costos y los beneficios de la apertura de los mercados con la obligación de asegurar a todos el acceso a bienes y servicios esenciales,  y la importancia de definir y cumplir las normas de seguridad  y otros estándares. Como representantes de los intereses generales del consumidor (como compradores y usuarios de bienes y servicios), las organizaciones de consumidores están preocupadas de las decisiones públicas que tienen impacto sobre sus asociaciones miembros y en los consumidores en general, incluyendo las que se toman en la OMC.

El movimiento internacional de consumidores exige un sistema multilateral de comercio que apoye y fomente la protección y el desarrollo de los derechos del consumidor. Los consumidores necesitan representación y participación con el propósito de asegurar la integración adecuada de sus puntos de vista en la formulación de políticas de comercio a nivel nacional e internacional.

Las negociaciones actuales se llaman comúnmente El Programa de Doha para el Desarrollo. La Declaración Ministerial de Doha afirma que ‘La mayoría de los integrantes de la OMC son países en desarrollo. Queremos ubicar sus necesidades e intereses en el corazón del Programa de Trabajo adoptado en esta Declaración.’  Acogemos esta reafirmación del Acuerdo de Marrakech en 1994 cuando se declaró que el ‘desarrollo sustentable’ es un objetivo explícito. Estamos a la expectativa que estas elocuentes afirmaciones sean aplicadas en los Acuerdos. Creemos que existe una comunidad de intereses entre las necesidades de desarrollo de los países más pobres y las necesidades de los consumidores del mundo.

Los derechos del consumidor más invocados en el contexto de la OMC son los derechos a: 

· La satisfacción de las necesidades básicas: acceso a bienes y servicios esenciales para la sobrevivencia, tales como alimentación, agua, energía, vestuario, servicio de salud, educación y sanidad. Estos bienes y servicios son centrales en varios acuerdos de la OMC, incluso en el Acuerdo sobre la Agricultura, (AsA), el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido (AsTV), el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) y el Acuerdo relativo a los Aspectos de Derechos de Propiedad Intelectual relacionados al Comercio (ADPIC) y, por supuesto, el Acuerdo General sobre los Aranceles Aduaneros y el Comercio (GATT, en Inglés) que comprende gran parte del comercio de bienes.
· Seguridad: la protección contra productos, procesos productivos y servicios peligrosos a través de la prohibición de bienes riesgosos y el establecimiento de estándares de seguridad e información obligatorios; los acuerdos de la OMC tales como las Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF) y los Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) claramente son relevantes en estos casos, así como también las ‘cláusulas de excepciones’ como el Art. 20 del GATT.

· Información: la protección contra el uso de publicidad y rótulos engañosos o incorrectos, así como la entrega de información que permita la toma de decisiones informadas por parte del consumidor con respecto a la calidad de los productos,  incluyendo los procesos y métodos de producción; nuevamente el OTC se vuelve relevante, y la protección del consumidor contra las prácticas engañosas figura en las ‘cláusulas de excepciones’, como el Art. 20 del GATT y el Art. 14 del AGCS, y de esa manera como restricciones permitidas al comercio.

· Elección: el acceso a una variedad de productos y servicios de calidad y a precios competitivos; ésta es la esencia del comercio y por lo tanto la razón de ser de la OMC.

· Representación: derecho a defender y a promover los intereses de los consumidores y su capacidad de participar en la formulación de políticas económicas (y otras) que influyen en los consumidores, o sea el derecho a plantear una opinión y ser escuchado; en este caso la OMC ha avanzado en los últimos años, sin embargo, falta mucho que hacer todavía. Por ejemplo, opinamos que el proceso de ‘Solicitud-Oferta’ en el AGCS es muy secreto sin justificación.

· Un ambiente sano: seguridad ambiental para las generaciones del presente y del futuro. Este figura nuevamente como ‘excepción’ dentro de las reglas de la OMC y nosotros estamos preocupados por ver el desarrollo de la aplicación sincronizada entre aquellas reglas y los Acuerdos Multilaterales sobre el Medio Ambiente (AMUMA).

No se debería permitir que la implementación de las reglas de la OMC amenacen estos derechos fundamentales del consumidor y provoquen una distribución desequilibrada de los beneficios que trae el crecimiento del comercio mundial. Aunque la Ronda Uruguay incorporó algunas medidas de liberalización que podrían beneficiar a los consumidores, el paquete también contiene elementos real o potencialmente negativos.

El propósito de la investigación realizada por el programa Consumidores en el Mercado Global de CI, fue examinar el impacto de la liberalización del comercio bajo los acuerdos de la OMC y otros programas de reforma económica. La investigación no cubrió todos los aspectos de los acuerdos de la OMC (por ejemplo, textiles y manufactura no fueron materia importante de estudio), sin embargo, perfiló algunas de las inquietudes claves del consumidor sobre acuerdos específicos de la OMC o su potencial implementación.

La claridad de las tendencias varía ampliamente. En el sector servicios, y en los servicios públicos en particular, es difícil percibir un patrón claro, dado el hecho que el AGCS recién entró en funcionamiento sobre la base del sistema de lista positiva a través de la cual los gobiernos seleccionan sectores destinados a la liberalización. Sin embargo, tememos que puedan considerarse como indebidamente restrictivas al comercio las regulaciones diseñadas para proteger al consumidor, llevando a la OMC a extender su rol a la consideración del mérito de temas esencialmente domésticos. 

En la agricultura, la película es más clara porque el Acuerdo sobre la Agricultura sigue permitiendo la aplicación de dumping. En los hechos, esta práctica ha seguido, y con serias consecuencias. Además, existe evidencia que indica que aquellos subsidios que se pensaban no distorsionadores, pueden en la práctica distorsionar el comercio y contribuir a la sobreproducción y actuar como una forma de ‘dumping’. Mientras, en la agricultura como en la manufactura, los aranceles escalonados continúan operando en detrimento de las economías de los países en desarrollo y los consumidores del mundo.

De la Declaración Ministerial de Doha, nosotros acogimos favorablemente varios elementos, como el compromiso de eliminar progresivamente los subsidios a la exportación en la agricultura, de reducir o eliminar el escalonamiento arancelario, y las declaraciones sobre el acuerdo de los ADPIC y la salud pública y el derecho a regular los servicios. Sin embargo, en las subsecuentes negociaciones se ha avanzado muy poco y los plazos estipulados no se han cumplido. Nos preocupa en particular la falta de progreso en el ADPIC en el ámbito de la salud pública y las patentes de formas de vida, lo que conlleva consecuencias muy serias para los consumidores en los países en desarrollo. Mientras estas negociaciones están estancadas, la Agenda Doha da todos los indicios de estar muy sobrecargada y más encima se le pretenden agregar nuevos temas adicionales. Exponemos a continuación los acuerdos que CI espera que se tomen en la Conferencia Ministerial de Cancún y que se concreticen en lo que queda de las negociaciones de Doha.

Agricultura / Acuerdo sobre la Agricultura (AsA)

La liberalización de la agricultura responde a una natural comunidad de intereses entre las necesidades del desarrollo y las necesidades de los consumidores del mundo. Claramente, está en los intereses de nuestros miembros en el Norte y en el Sur. Los consumidores del Norte pagan el precio por el proteccionismo de sus países a través de precios más altos o/y como contribuyentes, a través de impuestos más altos que se gastan en subsidios directos al ingreso. La incorporación de diez nuevos integrantes a la UE fortalecerá esta tendencia. 

Los consumidores de los países en desarrollo pierden ante las prácticas de productores del Norte como el dumping, lo que provoca turbulencias enormes en los mercados de alimentos del Sur y socava la producción local de alimentos. Con el propósito de no ir a la quiebra, algunos productores en países en desarrollo (Kenia, Colombia, Fiji, por ejemplo) se trasladan a productos ‘exóticos’ como flores, evitando así la competencia con productos protegidos del Norte. Como consecuencia, existe una pérdida para los consumidores locales que no tienen acceso a la producción agrícola local. Esta tendencia puede ser reforzada por la agricultura corporativa dirigida a ‘nichos de mercado’ de países ricos, lo que podría socavar aún más la producción dirigida a satisfacer las necesidades de los consumidores locales.  Los consumidores a través del mundo esperan poder adquirir productos agrícolas domésticos. La producción local para mercados domésticos en los países desarrollados y en vías de desarrollo necesita ser posibilitada dentro del marco de los acuerdos sobre comercio internacional.

CI se desilusionó con los resultados de las negociaciones de la Ronda Uruguay, sin embargo acogió positivamente la incorporación de la agricultura y la promesa de reducir políticas perversas tales como los subsidios a las exportaciones de los países ricos, y los niveles y formas inapropiadas y excesivas de subvención doméstica. El principio del Trato Especial y Diferenciado (TED) significó en teoría exigir menos concesiones comerciales a los países en desarrollo; pero en la práctica éstos han realizado más concesiones y han recibido menos.

Por ejemplo, el Artículo 6 del Acuerdo sobre la Agricultura (AsA) exime específicamente de las reducciones a programas como los subsidios a insumos (fertilizantes), y los de desarrollo agrícola y rural. Se puede asignar tal ‘ayuda doméstica no-específica a productos’ hasta un 10 por ciento del valor total anual de la producción agrícola dentro de las reglas del AsA y ningún país en desarrollo ha alcanzado ese techo. Sin embargo, varias de nuestras organizaciones miembros informan que los países pobres tuvieron que reducir tal ayuda a causa de las condiciones impuestas por el FMI/Banco Mundial en los programas de ajuste económico. A veces se atribuyen estas reducciones al AsA.

· Ghana. La eliminación de subvenciones a los insumos y a otras formas de ayuda como crédito a bajo costo, ha contribuido a aumentos en los precios.
· Fiji. El retiro de ayuda gubernamental a insumos y al leasing de maquinarias. Nuestro informe concluye que ‘el retiro de ayuda gubernamental ha obligado a los agricultores locales  a competir en una cancha desigual’.
El AsA puede ser malinterpretado por los gobiernos nacionales de los países en desarrollo, o los programas de ajuste podrían sobrepasar el Acuerdo. Este se vuelve un tema relevante si es que los países en desarrollo aplican estos ajustes más allá de lo necesario. Ciertamente, si estas medidas son erróneamente atribuidas al AsA, entonces se socava la confianza en el proceso de negociación.

La agroindustria transnacional sigue vendiendo en los mercados de países pobres con agresividad, haciendo uso de subsidios que sus propios gobiernos se niegan a eliminar o reducir. Exportaciones dumpeadas, a precios menores que los costos de producción, podrían traer algunos beneficios para los consumidores en el corto plazo, pero a costa de poner en riesgo la producción local de largo plazo y la seguridad alimentaria, tal como argumentaron CI y otras ONG como Friends of the Development Box en Doha.

Ejemplos nacionales de las investigaciones de CI sobre las consecuencias de exportaciones subvencionadas, incluyen:

· Fiji. Fuertes aumentos en importaciones han obligado a pequeños agricultores de arroz de abandonar la producción y la tierra. Algunos precios han bajado, pero al costo de la desarticulación social, desempleo rural e inmigración del campo a la ciudad.
· Indonesia. Bajas tarifas han generado aumentos fuertes de arroz importado desde Japón (donde el arroz recibe fuertes subsidios) y Tailandia, provocando la pérdida de producción local, el abandono de la agricultura y la urbanización prematura.
· Filipinas. Importaciones baratas de aves desde Estados Unidos han generado el colapso de la producción local de aves. Este acontecimiento ha sido fortalecido por las reducciones en ayuda local a causa de la interpretación del AsA descrito anteriormente.
· Chad. El dumping aplicado al sector del algodón por Estados Unidos provocó una pérdida en las exportaciones por US$16 millones para Chad en 2000/01, justo en un momento que los precios de algodón eran los más bajos en los últimos 30 años. El Consejo Consultivo Internacional para el Algodón estimó que los ingresos por exportaciones en 2001 para ocho países de África occidental habrían sido US$917 millones si Estados Unidos no hubiese subsidiado; cuando en los hechos fueron US$725 millones, una diferencia de unos US$192 millones. La Unión Europea generó menos efectos, por los menores volúmenes que maneja, pero los subsidios en la UE por kilo de algodón son los más altos del mundo.
· Kenia tiene un patrón similar: ‘la producción de algodón ha caído a un nivel menor que los requerimientos de las fábricas textiles locales, a pesar del hecho de que existe plena capacidad para cumplir no solamente la demanda de la industria textil local sino también de producir un excedente destinado a la exportación.’
Hasta los grandes países en desarrollo han sido fuertemente afectados por el dumping de las exportaciones subsidiadas. Por ejemplo, Brasil podría ser un país autosuficiente en términos de la producción de trigo, si sus productores operaran a los mismos precios que rigen en Estados Unidos. En lugar de eso, Brasil se ha convertido en el importador más grande de trigo del mundo. Ello no justifica que Brasil debiera implementar las mismas prácticas predatorias y sólo ilustra las enormes consecuencias de estas políticas perversas. Durante la primera mitad de 2002, el precio mínimo de garantía de Estados Unidos para el trigo era US$24 por tonelada más alto que el precio de importación en Brasil.

Así como es necesario realizar reformas fundamentales en la Política Agrícola Común (PAC) de la Unión Europea, debe reconsiderarse también las consecuencias de los otros subsidios agrícolas supuestamente ‘desacoplados’ de la producción. Uno de los miembros de CI en los EE.UU., el Instituto para la Agricultura y la Política Comercial (Institute for Agricultural Trade Policy, IATP), indica que las ayudas directas a los ingresos en Estados Unidos continúan subsidiando de hecho a las exportaciones. La ley US Farm Bill de 2002 incorpora aumentos significativos en tales subsidios.

Las cajas de color Verde, Azul y Ámbar que se utilizan para clasificar los subsidios en el AsA son fuente de confusiones y parece que no han logrado cumplir la meta que es disminuir la sobreproducción. Las reformas de la PAC de la UE anunciadas el 26 de junio de 2003 indican un cambio hacia el sistema de pagos directos como el que opera en Estados Unidos; tal evidencia es muy significativa y sugiere que el desacoplamiento en Europa no va a disminuir los niveles de sobreproducción. Este punto evidencia la necesidad de reformas adicionales. Sin embargo, dentro de este proceso de reformas, las ayudas que no distorsionan el comercio internacional agrícola, el medio ambiente y las políticas de desarrollo local, deberían continuar.

Los subsidios en el Norte no solamente han sido invasivos en los mercados del Sur. En teoría, una liberalización comercial debería traer beneficios para los productores del Sur y los consumidores del Norte dada la lógica de flujos invertidos. Pero en la práctica, los países en desarrollo no disfrutan de acceso recíproco a los mercados de los países ricos, debido a la práctica de ‘arancelación sucia’ en que, por ejemplo, el porcentaje más alto de reducciones en los aranceles se aplican en los sectores donde los aranceles son más bajos. (Por ejemplo, podría aplicar una rebaja de 99 por ciento a un arancel de 1 por ciento y una rebaja de 1 por ciento a un arancel de 99 por ciento, produciéndose una rebaja promedio de 50 por ciento). Estas prácticas resultan posibles por la redacción del AsA que las permite en tanto que se observe el ‘espíritu de la ley’. Sin embargo, resulta obvio que la ‘arancelación sucia’ juega en contra del espíritu del AsA, el que ya se considera como un acuerdo decepcionante. Estos trucos no deben ser permitidos en la renegociación del AsA.

Se han hecho llamados a favor de una ‘Caja de Desarrollo’ (Development Box) para productores del Sur con el propósito de oponerse a las ‘Cajas de Subsidios’ que benefician a los productores del Norte. Las partes constituyentes de la DB incluyen la aplicación plena de reglas antidumping en la agricultura, y el fortalecimiento de Tratamiento Especial y Diferenciado (TED). Apoyamos la extensión de las reglas antidumping bajo esta modalidad. Este podría ser un mecanismo simple en términos legales, aunque en la práctica podría ser más dificultoso, ya que la fuente del antidumping es la sobreproducción en el Norte.

Otra forma de interpretar el TED en la Caja de Desarrollo es a través de medidas especiales diseñadas para proteger los cultivos de primera necesidad por medio de aranceles más altos. Podría ser factible alcanzar el efecto esperado mediante la extensión de la aplicación de reglas antidumping. Nuestro informe regional de África indica que los aranceles para muchos productos ya han sido fijados a niveles más altos que los aranceles actualmente aplicados, mostrando que existe bastante espacio para la aplicación de medidas adicionales de protección dentro de los acuerdos que actualmente existen. Sin embargo, nuestros colegas africanos nos informan, por ejemplo, sobre el caso del azúcar en Kenia: ‘aún cuando los aranceles se extienden al límite de 100 por ciento, el azúcar importado todavía es más barato.’ Los gobiernos deberían tener libertad para elegir entre precios altos y una mejor estabilidad de oferta, si esa opción es la que desean.

	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· La introducción de, y la adhesión a, calendarios obligatorios para la reducción sustancial y eliminación progresiva de toda ayuda doméstica en los países desarrollados que distorsiona el comercio, cumpliendo de esta forma el compromiso hecho en la Declaración de Doha en 2001. El apoyo podrá continuar para la agricultura local, el medio ambiente y las políticas de desarrollo rural, incluyendo ayudas apropiadas a los ingresos, siempre que no sean distorsionadoras del comercio.

· La introducción de, y la adhesión a, calendarios obligatorios para la eliminación de exportaciones subvencionadas y créditos para las exportaciones usados en los países industrializados para competir con las exportaciones agrícolas de los países en desarrollo.

· La no-renovación de la llamada ‘cláusula de paz’, que exime a la agricultura de cuestionamiento bajo las reglas sobre subsidios de la OMC hasta fines de 2003.

· Un acuerdo para agregar una cláusula de seguridad alimentaría en las reglas de la OMC, que permitiría a los gobiernos responder adecuadamente en la protección de la seguridad alimentaría. Un mecanismo simple para mejorar la seguridad alimentaría podría ser la plena aplicación de disciplinas antidumping a toda la agricultura. De esta forma, podrían aplicarse impuestos compensatorios diseñados para proteger productores locales contra las empresas o países que practican dumping. Alternativamente, rangos más altos de aranceles fijados podrían ser autorizados para ser aplicados por los países en desarrollo en el caso de las mercancías que son la base de la seguridad alimentaria. 

· TED que posibilite la flexibilidad en la política para los países en desarrollo con el objeto de proteger a los pequeños agricultores, lo que no debería ser socavado por programas de ajuste. Todo su potencial debería estar asegurado por la OMC. Debería dejarse muy en claro que el AsA no requiere el desmantelamiento de todos los programas de ayuda a los agricultores.
· No más requerimientos de liberalización adicional en los países en desarrollo hasta que se haya hecho una evaluación generalizada del impacto de la Ronda Uruguay sobre la seguridad alimentaría y el desarrollo rural.
· Detener la práctica de sacar promedios de reducciones en tarifas, la que trae como consecuencia la llamada ‘arancelación sucia’ y eliminar el ‘escalonamiento arancelario’.

· Un acuerdo sobre mayor acceso a los mercados para las exportaciones agrícolas de los países en desarrollo, particularmente de aquellas que benefician a los pequeños productores. Tales medidas deberían ser acompañadas de estándares técnicos y de salud y seguridad, aplicadas en conformidad con las reglas de la OMC.



El mayor avance en la liberalización de la agricultura de parte de los países ricos forma parte integral de los mandatos existentes de la OMC, y este ha sido el caso desde 1994. Este avance no debe hacerse sobre la base de nuevas concesiones hechas por los países en vías de desarrollo. Más bien debe verse como el mecanismo para honrar los compromisos existentes.

Servicios/ Acuerdo General sobre Comercio en Servicios/ AGCS

Las estructuras de regulación son esenciales para la entrega de servicios públicos. No obstante, la evidencia de CI en los países en desarrollo y en transición confirma que éstas todavía están en evolución o en muchas economías de este tipo no han sido implementadas. Por lo tanto, CI acogió enérgicamente la afirmación del ‘derecho a regular’ planteada en la declaración Ministerial de Doha. Sin embargo, CI preferiría ver este derecho estipulado en el cuerpo central del Acuerdo General de Comercio en Servicios (AGCS) en vez del preámbulo, donde se encuentra actualmente.

Las investigaciones de CI indican que es muy difícil atribuir las tendencias en los servicios al AGCS, ya que éste es un tratado muy nuevo y que opera sobre la base de una lista positiva de selección, bajo la cual los gobiernos eligen los sectores que desean liberalizar. Muchos de los temores expresados sobre el AGCS tienen relación con aspectos de acontecimientos anteriores, que CI describió como ‘liberalizaciones falsas’ en su investigación de 2001 ‘AGCS – una evaluación de impacto’. Esto reviste un peligro, ya que bajo la presión para lograr los compromisos del AGCS, algunos países podrían realizar liberalizaciones antes del desarrollo e implementación de estructuras adecuadas de protección al consumidor, leyes de competencia y regulación. Esto posibilitaría la repetición de las ‘liberalizaciones falsas’ que se caracterizan por la presencia de monopolios privados ( a menudo en manos de extranjeros) con baja regulación.

· Brasil. El Instituto Brasileño de Defensa del Consumidor (IDEC), organización miembro de CI, concluyó que el mercado de telecomunicaciones estaba sesgado a favor de los operadores extranjeros, los que introdujeron aumentos gigantescos en los precios, o que se aprovecharon de los aumentos en el momento previo a la privatización. El mercado de teléfonos celulares fue abierto en 1997, antes del establecimiento del ente regulador Anatel; y el sistema de telefonía fija Telebras fue privatizado en junio 1998, cuando las empresas regionales fueron vendidas a compañías italianas, norteamericanas, canadienses, holandeses, francesas, portuguesas, españolas y también a inversionistas brasileños.


· Malí. La misma empresa extranjera es dueña mayoritaria de los sistemas de electricidad y agua, y opera efectivamente como proveedor y regulador de los servicios. ‘La nueva empresa sigue actuando como juez y parte en temas relacionados con sus acciones’. No se cuenta con una entidad independiente a través de la cual canalizar las inquietudes de los consumidores. El informe de nuestra organización miembro no destaca ningún mejoramiento en el acceso al agua o a la electricidad después de la privatización.

No solamente la calidad y los estándares, sino también la disponibilidad y el acceso a precios razonables son inquietudes de importancia crucial para los consumidores, especialmente para los consumidores pobres. Muchos servicios del sector público están comenzando a liberalizarse, con algunos éxitos, comparado con los muy bajos niveles de acceso inicial. Pero el tema de los subsidios cruzados y del acceso universal es crucial para que los beneficios sean ampliamente compartidos y los servicios sean ampliados para satisfacer las necesidades de los pobres. El AGCS no debería ser un obstáculo para el desarrollo de tales objetivos. Aquí presentamos los puntos principales vinculados al acceso y al servicio universal que emergieron en nuestra investigación: 

·   Ghana. Las reformas en telecomunicaciones trajeron consigo un veloz aumento en la cantidad de teléfonos fijos y prepagados, desde 3.166 en 1996 a 191.380 unidades en 2000, un aumento gigantesco. Sin embargo, el incremento de estos servicios se concentró abrumadoramente en zonas urbanas que gozaban de un estándar de vida más alto, situación muy diferente a aquella de las zonas rurales.
·    Zambia. Solo un 18 por ciento de los hogares en Zambia tiene acceso a la electricidad, siendo sólo un 2 por ciento en zonas rurales. La extensión del suministro de electricidad enfrenta un grave obstáculo porque los consumidores más pobres tendrían que gastar 41 por ciento de sus ingresos en satisfacer sus necesidades de energía básica si su conexión se rige por tasas comerciales.
Al parecer no existiría una relación clara entre los compromisos del AGCS y una liberalización pro-consumidor exitosa. Por un lado, el avance en la liberalización de los servicios (como las telecomunicaciones en Ghana y Eslovenia) ha ocurrido independientemente del AGCS. Por otro lado, en casos donde se han concretado compromisos con el AGCS (como en Polonia y Kenia), se han manifestado los siguientes problemas:

· Polonia. Ha tenido un progreso muy lento en la liberalización de las telecomunicaciones y, a pesar de los compromisos vigentes con el AGCS y la participación de más de un operador extranjero en el mercado, tiene cargos tan altos para líneas fijas que figuran segundo en el ranking de la OCDE. El ente regulador para las telecomunicaciones fue creado recién en 2001, aunque la empresa TPSA comenzó a avanzar hacia la privatización en 1990 cuando se convirtió en una sociedad anónima.
· Ghana. El gigantesco aumento en los servicios telefónicos se ha realizado en asociación con Telecom Malasia, en ausencia de un compromiso con el AGCS.
· Kenia. A pesar de haber suscrito compromisos sobre Telecomunicaciones bajo el AGCS, las expectativas de las organizaciones de consumidores no han sido cumplidas durante los últimos dos años, a causa de las prácticas monopolísticas por parte del sector de telefonía fija. ‘Si la decisión por parte de la Comisión de Comunicaciones de Kenia de asignar un monopolio a Telcom Kenia Ltda. hubiera sido distinta, los consumidores habrían cambiado sus preferencias a otra alternativa hace tiempo.’ Existe un contraste muy marcado con el crecimiento rápido en el sector, menos monopolizado, de la telefonía celular.

El sector del agua en la actualidad, es particularmente sensible en términos de su preeminencia en las Objetivos de Desarrollo para el Milenio, y sobre todo, a causa de su importancia en la vida de todos los consumidores. Es aún más lamentable que exista una confusión sobre su lugar dentro del marco de la OMC a causa de su tratamiento como bien y/o servicio; ello se da también por su ausencia en la lista de clasificaciones de las Naciones Unidas y también por el hecho de que se solapan las definiciones en el AGCS y en el Acuerdo de la OMC sobre la Contratación Pública. Han existido planes de privatizaciones muy contenciosos que han involucrado a compañías del hemisferio norte con países en desarrollo en los últimos años. Algunos acuerdos de concesiones en las Filipinas, Argentina, Bolivia y Malasia han fracasado, muchas veces con resentimientos de la sociedad y hasta con desórdenes civiles.

No se pueden atribuir estos episodios al AGCS, y, de hecho, la tendencia actual es a la declinación de la inversión extranjera en el sector. Sin embargo, ello nos indica que existe la necesidad de un conjunto de reglas internacionales y convenciones donde se traten temas mucho más amplios que el acceso a los mercados. Aunque el AGCS promueve el acceso a los mercados, en contraste, se restringe la regulación. Actualmente, CI trabaja muy activamente en este campo en varios foros, argumentando la necesidad de la transparencia en los contratos de concesiones y la participación pública en la regulación; estos temas no están tratados en el AGCS. Al contrario, el acuerdo AGCS interpreta el tema de la transparencia como la existencia de reglas claras de parte de los gobiernos para los inversionistas que entran el mercado. O sea, es una interpretación parcial.

En lo que se refiere al Modo 4 del AGCS, ‘el movimiento de personas naturales’, en nuestra evaluación del impacto de este acuerdo para la cumbre de Doha en 2001, indicamos las posibilidades de mejoramiento que podrían ayudar a muchas de las economías de los países en desarrollo y los consumidores de los países desarrollados. Es lamentable que haya tenido lugar tan poca discusión; no sólo de los beneficios sino también de los problemas que genera a los países en desarrollo la migración de trabajadores especializados. Este aspecto del AGCS está siendo tremendamente ignorado por los miembros del Norte de la OMC, quienes enfatizan con fuerza los otros modos de provisión de servicios (como la ‘provisión transfronteriza’ y la ‘presencia comercial’) que obviamente es más favorable a los productores del Norte.

Aunque las consecuencias del AGCS no están claras todavía, CI tiene serias inquietudes, las que son compartidas por muchos otros analistas. Sobre las disposiciones del tratado, Consumers International propone los siguientes mejoramientos:

· El derecho a regular debería estar contemplado en el cuerpo del tratado y no solamente en el preámbulo del AGCS.

· La definición de servicios ‘suministrados mediante el ejercicio de la autoridad gubernamental’ (Art. 1.3) es ambigua y debería aclararse en el sentido de que la provisión de servicios públicos por el Estado sea protegida.

· El derecho del consumidor al acceso a los servicio básicos debería ser promovido a través del reconocimiento explícito del papel de las provisiones de servicios universales y los subsidios. El documento de referencia relativo a los servicios de telecomunicaciones señala que las provisiones de servicio universal no se descartan  a condición de que sean transparentes y no discriminatorias. Esto debería aclararse para los otros sectores, por medio de una especificación que lo permita explícitamente en el tratado o a través de un memorando de entendimiento. Las medidas temporales de salvaguardias quizás no sean suficientes para garantizar que la liberalización de servicios no dificulte el acceso de los consumidores pobres a los servicios básicos.
· El alcance de la ‘prueba de necesidad’ bajo el Art. 6.4 del AGCS sobre la regulación doméstica debe aclararse. Cualquier prueba debería aplicarse solamente a las ofertas de liberalización en conformidad con el sistema de la lista positiva que opera en el AGCS y no a la regulación de todos los sectores en general: el tratado es ambiguo sobre este tema. La regulación debería propender a promover el acceso y no sólo a ‘asegurar la calidad del servicio’, como se estipula en el artículo 6.4 del AGCS. Consumers International no está convencido de que las pruebas de necesidad sean necesarias; podría tratarse de una extensión excesiva del papel de la OMC. Causa alarma que temas tan específicos como los detalles de la reglamentación municipal (lo que podría causar impacto en el desarrollo de supermercados) sean relevados en las discusiones AGCS como candidatos posibles para la aplicación de la prueba de necesidad. Se pueden vetar estas regulaciones con claro intento de proteccionismo a través de la aplicación de las reglas del trato nacional; ello hace innecesaria la aplicación de la prueba de necesidad. Si ésta no se remueve, CI cree que una prueba de proporcionalidad según el sentido común podría ser más apropiada. El Comisario para el Comercio para la UE, Pascal Lamy, ha planteado un punto de vista similar, pero desafortunadamente, el fallo de la Corte Europea de Justicia sobre la proporcionalidad la consideró como ‘menos restrictiva’, lo que la asimila en efecto con las pruebas de necesidad. 
· Las provisiones del tratado sobre la  transparencia y la competencia son fraseadas en tal forma que se entiende como el camino para fomentar el ingreso al mercado per se. Deberían modificarse en el sentido de reflejar la protección del consumidor como preocupación integral. Nos causa alarma también la interpretación aparente por parte de Estados Unidos de las provisiones de transparencia en el sentido que podrían imponer a los gobiernos la obligación de organizar consultas previas con los inversionistas potenciales.
	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· El Consejo de Servicios de la OMC debería comprometerse a atender las preocupaciones señaladas arriba, mediante una aclaración del tratado, sean a través de enmiendas o de memorandos de entendimiento. Este proceso puede realizarse durante el tiempo que queda para la implementación del programa de Doha.
· Mientras tanto, debería abandonarse la confidencialidad que rodea el proceso de ‘solicitud-oferta’ del AGCS. No es un requerimiento del tratado y aumenta injustificadamente la confusión pública y las sospechas sobre lo que es ya un proceso complejo.
· Deberían adelantarse las discusiones sobre los aspectos positivos y negativos del ‘movimiento de personas naturales’.
· Se requiere una clarificación de la ubicación del agua en la jurisdicción de la OMC.



Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC)

CI se opuso al acuerdo relativo a los ADPIC cuando fue incorporado en la Ronda Uruguay (RU). Además los orígenes del acuerdo dejan preocupaciones. Tal como indicó el Director-General Supachai a la Comisión sobre Derechos a la Propiedad Intelectual (CDPI) en la Conferencia de Londres (2002), en la RU se puso en marcha el acuerdo viéndose solo como un mecanismo para introducir medidas contra las falsificaciones, con un alcance mucho más reducido y menos contencioso que lo que tiene hoy. El crecimiento del mandato del acuerdo sobre los ADPIC es atribuible al deseo de los gobiernos de países con industrias farmacéuticas poderosas de tener acceso a los procedimientos de solución de diferencias de la OMC como una medida para ganar poder judicial extra y así garantizar la protección de sus patentes. No creemos que se haya hecho un uso apropiado de  la OMC.
El Acuerdo relativo a los ADPIC y la salud pública

Más de dos mil millones de personas, o sea más de una tercera parte de la población del mundo, no tiene acceso a medicinas esenciales. El problema es particularmente alarmante en las partes más pobres de África y Asia, donde más de la mitad de la población carece de dicho acceso.

Una causa importante de la falta de acceso a los medicamentos, es el alto precio de los medicamentos patentados. Adicionalmente el patrón de precios es altamente irracional. Esta afirmación ha sido respaldada por diversos estudios realizados durante años por Consumers International y Health Action International. Los estudios revelan que los precios al por menor de los medicamentos patentados en los países en vías de desarrollo de África, Asia y América Latina estaban más elevados que los precios en los diez países de la OCDE bajo estudio. Nuestras últimas investigaciones descubrieron lo siguiente:
· Uganda. La investigación de CI en este país, golpeado por la epidemia VIH/SIDA y la malaria, encontró que el 90 por ciento de los consumidores de servicios de salud pagaban por su tratamiento de manera privada y, como consecuencia, estaban sujetos directamente a las variaciones de precios de los fármacos. En Uganda se importa el 90 por ciento de los medicamentos. Los medicamentos recién patentados provienen de los países ricos, mientras que los medicamentos genéricos (dos tercios del total en circulación) provienen de los países en vías de desarrollo (incluso de la misma Uganda), con el resultado que diez veces más personas están en condiciones de recibir tratamiento en comparación con el uso de medicamentos patentados. Por lo tanto, la protección de largo plazo de patentes y la denegación de fuentes alternativas para los medicamentos genéricos podría postergar o incluso denegar el acceso a un tratamiento a precio alcanzable. Este riesgo es inminente en la medida que se pierdan fuentes alternativas, al ajustarse los productores de genéricos, como la India, a los ADPIC.
· Chile. Expertos han estimado que la introducción de una legislación compatible con el acuerdo sobre los ADPIC traerá aumentos de precios de alrededor de 800 por ciento para algunos de los medicamentos con distribución más amplia. Este hecho es extremadamente significativo porque Chile tiene un fuerte sector de producción de medicamentos genéricos y exporta a los otros países de América Latina. Es probable que la legislación traiga beneficios para las grandes empresas a expensas de los medianos y pequeños productores. 
El problema de la falta de acceso es más agudo en los países menos desarrollados, ya que no tienen los recursos profesionales, financieros y tecnológicos para manufacturar medicinas. La falta de un mercado local adecuado es un problema que magnifica el dilema. Todos los PMD y la gran mayoría de los países en desarrollo, no tienen la capacidad de producir los insumos terapéuticos que se usan en la fabricación de productos farmacéuticos. La mayoría de estos países no tiene la capacidad de producir ni siquiera productos finales de los insumos químicos intermedios. No obstante, el Acuerdo ADPIC sirve para atrincherar la protección de los monopolios de la industria farmacéutica a través de la concesión de patentes para productos y procesos por 20 años, ofreciendo así ventajas a aquellas industrias farmacéuticas de los países ricos que tienen una desarrollada capacidad de investigación. 

CI acogió con agrado la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública de 2001. Está Declaración afirmó en efecto la primacía de la salud pública sobre los derechos de patentes privados. También confirmó la legitimidad del uso de licencias obligatorias para la salud pública, y más importante aún, ‘la libertad de determinar las bases sobre las cuales se conceden tales licencias.’ Sin embargo, todavía existe preocupación respecto de aquellos países que tienen poca capacidad manufacturera o carecen de ella, así como por las limitaciones a las importaciones paralelas con el propósito de permitirles aprovechar los precios más bajos de los medicamentos genéricos.

La Declaración de Doha otorgó un mandato al Consejo de los ADPIC de la OMC en el sentido de buscar soluciones prácticas para estos problemas antes de diciembre de 2002, lo cual no se cumplió. El día 16 diciembre de 2002 se hizo circular un borrador en el Consejo de los ADPIC sobre ”la Implementación del Párrafo 6 de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública” que ofrecía un compromiso político como una posible solución. Sin embargo, no hubo consenso sobre ese texto. Creemos que, en todo caso, el texto sufre fallas porque redefiniría y fijaría límites a la aplicación de la declaración de Doha. En particular, se refiere solamente a las emergencias más serias, en vez de enfrentar el tema más amplio de la salud pública. Además, el texto serviría para excluir de su ámbito a todos aquellos países que no son miembros de un acuerdo regional de comercio que tienen menos del 50 por ciento de sus miembros clasificados por las Naciones Unidas como Países Menos Desarrollados (PMD). Esto significa hacer una distinción arbitraria y especiosa que discrimina a los consumidores de algunos de los países más pobres.
	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· El Consejo de Servicios de la OMC debería comprometerse a atender las preocupaciones señaladas arriba, mediante una aclaración del tratado, sean a través de enmiendas o de memorandos de entendimiento. Este proceso puede realizarse durante el tiempo que queda para la implementación del programa de Doha.
· Los miembros de la OMC deberían respetar el espíritu y la intención de la Declaración de Doha e implementarla en su totalidad, sin limitaciones causadas por redefiniciones de sus alcances y propósitos. En particular, los miembros de la OMC deberían hacer una interpretación liberal y amplia de los párrafos 4 y 5 de la Declaración de Doha que ofrecen flexibilidad a los miembros para adoptar medidas que protegen la salud pública y que reconocen, en particular, “el derecho de conceder licencias obligatorias y la libertad de determinar las bases sobre las cuales se conceden tales licencia”.

· Los países desarrollados deben comprometerse a implementar sus compromisos, con efecto inmediato y bajo el párrafo 7 de la Declaración de Doha, de entregar incentivos a sus empresas e instituciones con el propósito de promover y fomentar traspasos tecnológicos a los PMD.

· Los miembros de la OMC deberían enfrentar expeditamente los problemas de aquellos países que no cuentan con suficiente capacidad manufacturera en el sector farmacéutico, para hacer uso efectivo de la concesión de licencias obligatorias.
· La moratoria en los casos de solucion de diferencias, que involucren licencias obligatorias e importaciones paralelas de medicamentos, debe extenderse hasta que los problemas pertinentes estén resueltos.



El acuerdo ADPIC y las patentes sobre las formas de vida 

El Art. 27.3 (b) del Acuerdo ADPIC permite proteger la propiedad intelectual para las variedades de plantas y otras formas de vida. Se propone conceder derechos de propiedad sobre lo que son esencialmente descubrimientos naturales y no invenciones. Esto arriesga criminalizar las prácticas tradicionales de pequeños agricultores de países en desarrollo quienes desde hace generaciones han guardado, usado, intercambiado y vendido semillas entre sí, mejorando así y creando nuevas variedades de semillas. El ADPIC podría socavar las economías de estos países y conferir control sobre la producción alimentaría a las corporaciones que tienen los recursos para invertir en tecnología y para patentar las nuevas formas de vida. Esta es una amenaza adicional a la seguridad alimentaria y a la producción agrícola estable.

El acuerdo ADPIC no está en armonía con el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) y el Compromiso Internacional sobre Recursos Fitogenéticos para la Alimentación  y la Agricultura. Existen numerosos casos de patentes que han sido registradas por empresas transnacionales en países desarrollados, basados en el conocimiento tradicional y del folklore de las comunidades de los países en desarrollo. Estos últimos no tienen los recursos suficientes para disputar el proceso de patentar sus recursos genéticos. 

El llamado realizado por la Declaración Ministerial de la OMC en Doha para revisar el Art. 27.3 (b) del acuerdo relativo a los ADPIC fue bien acogido por Consumers International. Nos preocupa enormemente que las discusiones en el Consejo de los ADPIC sobre estos temas estén poco avanzadas. Sin embargo, se han realizado trabajos útiles en otros foros. Coincidimos con los descubrimientos de la Comisión Independiente sobre los Derechos de Propiedad Intelectual (CDPI) establecida por el gobierno del Reino Unido para estudiar las formas más apropiadas de los derechos de propiedad intelectual que podrían beneficiar a los países en desarrollo. La CDPI recomienda que la revisión por parte del Consejo de los ADPIC del Art. 27.3 (b) debería preservar el derecho de los países de no otorgar patentes para plantas y animales, incluyendo genes, plantas y animales genéticamente modificados. La Comisión también recomienda que los países en desarrollo deberían desarrollar regímenes sui generis para la protección de aquellas variedades de plantas que convengan a sus sistemas agrícolas. Tales regímenes deberían permitir el acceso a variedades protegidas para su investigación y crianza, y también proporcionar el derecho de agricultores a guardar y a volver a plantar semillas, derecho que incluye la posibilidad de la venta informal y el intercambio.

	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· Prohibir las patentes sobre formas de vida: enmienda  del texto del Art. 27.3 (b) en el sentido de prohibir patentes sobre plantas, animales, microorganismos, procesos esencialmente biológicos destinados a la producción de plantas o animales, y procesos no-biológicos o microbiológicos destinados a la producción de plantas o animales.

· Los miembros de la OMC deberían tener el derecho a determinar regímenes sui generis diseñados para la protección de la variedad de plantas que convengan a sus necesidades sociales, culturales, económicas y de desarrollo. Debería incluirse una nota explicativa sobre este tema con referencia al Art. 27.3 (b) con el propósito de asegurar que no cabe ninguna ambigüedad sobre la interpretación de lo que constituye una legislación ‘sui generis efectiva ‘.

· El régimen de Propiedad Intelectual del acuerdo sobre los ADPIC debe compatibilizarse con el CDB y el Compromiso Internacional sobre Recursos Fitogenéticos para la Alimentación  y la Agricultura a través del reconocimiento de los derechos soberanos de los Estados y de sus habitantes sobre sus recursos biológicos. Deben estar protegidos en el ADPIC los derechos de los agricultores, de la comunidad y de los investigadores del sector público, y su acceso a los recursos genéticos de plantas. Esto debería incluirse en el preámbulo del Acuerdo relativo a los ADPIC.


El Acuerdo ADPIC y los derechos del autor y el acceso a la educación

Uno de los Objetivos de Desarrollo para el Milenio es mejorar la educación. Sin embargo, la fórmula de protección de los derechos del autor en el ADPIC se ha convertido en una de las barreras a la educación universal. Aún antes de este acuerdo, en la Conferencia de Estocolmo en 1967 de la Convención de Berna, los países en desarrollo señalaron que la protección de los derechos del autor relativos a los libros y materiales de aprendizaje establecida en la Convención les dificultaba lograr sus ambiciones educacionales y de investigación. 

El Art. 7 de la Convención de Berna (que se integra al Acuerdo sobre los ADPIC a través del Art. 9) proporciona una duración mínima para la protección de obras literarias. En ella la protección se extiende durante toda la vida del autor y durante los 50 años posteriores a su muerte. Este lapso es mayor al que existía en la mayoría de los países en desarrollo antes del ADPIC. Los países desarrollados han intentado aumentar la duración de la protección. Por ejemplo, Estados Unidos y la Unión Europea modificaron sus leyes en el sentido de aumentar la duración de la protección a ‘la vida del autor, más 70 años’ y han intentado extender este lapso a los países en vías de desarrollo a través de los acuerdos bilaterales.

Adicionalmente, el ADPIC requiere que la obra sea original, fija (escrita) y creada por un individuo (o varios autores) para que pueda ser protegida. Esta definición imposibilita la protección de tradiciones orales y provoca la malversación del conocimiento tradicional. Por lo tanto, el ADPIC permite la expropiación de los derechos comunitarios sobre una amplia gama de formas tradicionales de arte. Lo que debería mantenerse en dominio público se traspasa injustamente al dominio privado.

	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· El Art. 10 del Acuerdo ADPIC debería ser modificado para permitir tanto el uso de materiales protegidos bajo los derechos del autor, como los programas computacionales y recopilación de datos, con términos favorables para las actividades sin fines de lucro, de educación, investigación de salud pública y otras actividades relacionadas con el interés público, incluso los derechos de traducción a todas las lenguas nacionales y locales.
· Deben ser modificados el Art. 7 de la Convención de Berna y el Art. 12 del ADPIC, los que especifican la duración de dicha protección, en el sentido de reflejar la necesidad de ajustar la duración de la protección al nivel de desarrollo alcanzado en cada país.

· El ADPIC debería ser modificado con el propósito de proporcionar la creación de un sistema sui generis de protección y preservación de las tradiciones orales y del folklore que sea aceptable para las comunidades indígenas.



Las ‘Nuevas Cuestiones’

Las llamadas ‘nuevas cuestiones’ - competencia, inversiones, facilitación del comercio y transparencia en las prácticas de contratación pública -, en realidad no son nuevas, habiéndose debatido durante siete años en la OMC y durante 40 años en otros foros como la OCDE y la UNCTAD. Queda claro que su agrupación es un accidente de la historia. De hecho, en 1996 había otras ‘nuevas cuestiones/cuestiones de Singapur’, como los estándares laborales, que posteriormente fueron dejados de lado.

Aunque parezca ilógico, tales materias siguen siendo agrupadas en un solo paquete como ‘nuevas cuestiones’. Parte de la causa es el temor que provocaron en el pasado las ‘nuevas cuestiones’ durante la Ronda Uruguay que se convirtieron en los acuerdos muy controvertidos sobre los ADPIC y las TRIMs (Medidas en Materia de Inversión Comercio, MIC), los cuales fueron criticados por nosotros y también por los países en desarrollo. Los temores actuales no pueden descartarse. El debate de estas cuestiones abordadas de manera agrupada no ayuda a discutir la sustancia de fondo
Adicionalmente, en el caso de competencia, se explica el contexto político a la luz de la gran anomalía que representa la posición que los países del Norte mantienen en lo que se refiere a la agricultura y los textiles. Si la UE (el demandeur principal en el campo de la competencia) quiere argumentar en pro de la competencia, entonces no debería seguir con su postura sobre temas análogos que se negocian desde hace mucho tiempo, como la Política Agrícola Común (PAC) que muestra muchas de las características de un cartel de exportación. Sin embargo, sigue con la misma posición. Los países del Norte tampoco han sido generosos en el campo de los textiles.
Los nuevas cuestiones están vinculadas a las viejas ‘cuestiones relativas a la aplicación’ que surgieron de la RU, abarcando la agricultura, los textiles, los ADPIC, el TED, los subsidios y las medidas compensatorias, todas materias del mayor interés para los países en desarrollo. Apoyamos el argumento de que estos países no deberían volver a pagar el costo, en términos de concesiones adicionales, del hecho que la RU no ha traído las ventajas que se esperaban. Los países en vías de desarrollo no deberían estar obligados a realizar concesiones por el fracaso del proceso de cumplir  con los plazos estipulados.

Otro tema de largo alcance que es relevante para las prácticas anti-competitivas en el comercio, es la aplicación de reglas anti-dumping. Las disposiciones de las medidas del acuerdo anti-dumping de 1994 sobre ‘remedios constructivos’ antes de la aplicación de acciones anti-dumping, deben activarse ya, y la gama completa de disciplinas anti-dumping debe extenderse a la agricultura. El Art. 15 del Entendimiento Anti-dumping de 1994, llama a los países desarrollados a ejercer control en el uso de medidas anti-dumping contra los países en desarrollo. En lugar de ello, han ocurrido amenazas seguidas de medidas ‘carrusel’, a través de las cuales países desarrollados miembros, presentan, o amenazan que van a presentar, pleitos sospechosos, como una especie de acoso a los competidores de los países pobres. Esto muestra que ya existen temas sobre la competencia dentro de las reglas de la OMC, y que pudieran utilizarse  con el propósito de promover los derechos del consumidor, para que las ‘viejas cuestiones desplacen a las ‘nuevas’.

Hasta cierto punto el debate ha sido poco real en el sentido de que las nuevas cuestiones se encuentran dispersas en varios de los acuerdos OMC que ya existen. Por ejemplo el tema de la competencia está presente en el AGCS; existe un acuerdo plurilateral sobre la Contratación publica; la inversión es un elemento central del MIC (TRIMs en inglés) y también está presente en el AGCS; existen acuerdos y decisiones sobre las licencias que se aplican a las importaciones y procedimientos aduaneros. La intensidad del debate (discusión que ha sido igualmente intensa dentro del movimiento de consumidores) nos puede llevar a olvidar que nuestro deber práctico es analizar si se promoverán los intereses del consumidor en las discusiones de estos temas en la OMC.

Dado el hecho de que el agrupamiento de los temas en un solo paquete es arbitrario, preferimos tratar cada tema según sus propios méritos. En todo caso, en la Declaración Ministerial de Doha se plantea cada uno de ellos individualmente y sólo podrían negociarse después de Cancún sobre la base del ‘consenso explícito’ (o sea sin oposición de algún miembro). Por lo tanto, en términos formales, las cuestiones no están ‘agrupadas’ y el debate sobre su separación es un asunto esencialmente de táctica.

	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· Considerar individualmente las ‘nuevas cuestiones’ según sus propios méritos.


Competencia

Con respecto a las ‘nuevas cuestiones’, es en la materia de la competencia donde contamos con estudios más relevantes para los consumidores. Con sus observaciones sobre las vinculaciones entre competencia y política comercial, los hallazgos de CI confirman la vital importancia de la competencia. Algunas veces los temas son presentados sólo en términos de producción local:

· Chile. A pesar de existir una extensa presencia de la industria farmacéutica de genéricos, los beneficios que los consumidores deberían recibir han sido capturados por las cadenas farmacéuticas dominantes. Las tres cadenas mayores han capturado el 80 por ciento del mercado de manera que las farmacias independientes sólo sobreviven alrededor de tres o cuatro años en promedio. Las cadenas farmacéuticas actúan como monopsonio, con precios un 100 por ciento idénticos en algunas líneas de productos.

· Polonia y Ucrania. Se han detectado términos abusivos en contratos de telefonía móvil, lo que ha provocado una atención particular en los miembros de CI. La competencia debería obrar en pro de los intereses del consumidor, sin embargo, las investigaciones sugieren que en la práctica las empresas se confabulan para fijar contratos injustos. Tendencias similares han sido observadas en el sector de telecomunicaciones de red fija en Perú. 
Sin perjuicio que se trate de casos domésticos, los involucrados son multinacionales, como es el caso de las compañías de telecomunicaciones en Europa Central y del Este, donde la región está fuertemente dominada por compañías con base en la UE. En el sector de agua, solamente dos empresas, de la misma nacionalidad, controlan el 60 por ciento de los contratos privados para el agua en el mundo entero. Sin embargo, cada una de sus operaciones tiene bases nacionales y como tal no se enfrenta al tema de la concentración del mercado global.

Pasando a la dimensión transfronteriza, los estudios de casos demuestran la importancia que tienen para los consumidores las políticas de competencia, en el sentido de asegurar que los beneficios potenciales del comercio internacional se transfieran a ellos:

· Panamá. Un cartel de molineros evitó que la disminución de los precios de importaciones del trigo beneficiara a los consumidores, a pesar de la existencia de un exceso de producción.
· Ecuador. La baja de precios mundial del azúcar no fue traspasada a los consumidores por el cartel de refinadores domésticos. Quienes obtuvieron mayores beneficios fueron los exportadores colombianos, ya que utilizaron los bajos aranceles de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), con el propósito de protegerse de la competencia de otros productores de la región tales como Brasil (que no es miembro de la CAN)
· Polonia. Un análisis retrospectivo aclara que el colapso de los precios agrícolas durante los primeros años de la década de los noventa no se reflejaron en los precios pagados por los consumidores. Al contrario, éstos aumentaron rápidamente mientras los precios pagados a los agricultores polacos se estancaron, tendencia que continuó hasta el fin de la década. Existe aquí una relación con el Acuerdo sobre la Agricultura; mientras los precios agrícolas han bajado (en muchos casos a causa del dumping), son a menudo los intermediarios de la cadena alimentaria quienes han capturado los beneficios.
La propuesta de la UE sugiere “La cooperación voluntaria en casos específicos en relación a prácticas anti-competitivas que tienen un impacto sobre el comercio internacional” (énfasis nuestro). Sin embargo, la UE rechaza cualquier requerimiento de intercambiar información confidencial. El argumento en pro de la cooperación obligatoria bajo la OMC está basado en su naturaleza vinculante, lo que podría ayudar en casos individuales donde los consumidores de un país necesitan protección contra las actividades de una compañía con base en otro país. 

No se van a considerar los casos de oligopolio y monopolio internacional bajo estas propuestas. Si se implementan, ellas se concentrarán en evaluar la conformidad general de la ley nacional con los principios de la OMC acordados, que incluyen el Trato Nacional y la Nación Más Favorecida, principios que garantizan la no-discriminación. Este proceso no satisface las necesidades prácticas de los consumidores para la cooperación internacional, sino que se enfoca en el escrutinio de la jurisdicción nacional, más que en la aplicación de medidas transfronterizas obligatorias, que es lo que los consumidores necesitan.

Si la ruta OMC que propone la UE no resuelve las inquietudes reales de los consumidores, ¿que es lo que hay que hacer?  Nuestras conclusiones son las siguientes:
	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· Las áreas de jurisdicción de la OMC que actualmente existen deben estar puestas bajo escrutinio. Por ejemplo, debe activarse el acuerdo anti-dumping de 1994 sobre medidas constructivas. La reunión ministerial debería instar a que sus miembros den apoyo a tal medida.

· Es esencial que se siga alentando y ofreciendo apoyo a los gobiernos nacionales con el propósito de que adopten políticas sobre competencia y los consumidores y de promover la colaboración internacional necesaria para enfrentar las prácticas restrictivas transfronterizas. Además, son necesarios otros mecanismos internacionales para tratar casos más específicos.

· El Grupo de Trabajo actual de la OMC sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia, o un nuevo Comité, debería seguir trabajando en la clarificación de temas de competencia, y sobre todo los mecanismos para controlar los carteles intrínsecamente nocivos, con la contribución de representantes de la sociedad civil y otros expertos. Hacemos notar que la UNCTAD, que ya ha publicado el Conjunto de Normas y Principios Equitativos Convenidos Multilateralmente para el Control de las Practicas Comerciales Restrictivas, es un participante activo en el grupo existente.

· Si las negociaciones siguen después de Cancún, deberían tratar el tema de la competencia según sus propios méritos y no como una parte más del compromiso único.




Aunque abogamos efectivamente en pro de la postergación de las negociaciones formales, eso no quiere decir que planteamos la inactividad. Hasta fines de los años ochenta, pocos países en desarrollo tenían instaladas leyes de competencia. La mayoría de los 90 países que hoy ya las tienen, las adoptaron durante la década de los noventa, a menudo según los consejos de la OCDE y las instituciones de Bretton Woods. Es razonable exigir un período de asentamiento y de desarrollo de buenas prácticas.

Inversiones

El debate sobre la inversión tampoco comienza en terreno virgen. El Acuerdo sobre Medidas en Materia de Inversión Comercial (MIC, o TRIMs en inglés) sobre productos agrícolas e industriales, veta ciertas herramientas de política de inversión, tales como los requerimientos de contenido local y las limitaciones a las importaciones relacionadas con el rendimiento de exportaciones y límites sobre divisas. Además, el Art. 16 del AGCS prohibe las medidas análogas, como los límites sobre capital extranjero u otras cuotas y límites en el área de los servicios. 

Consumers International criticó el acuerdo MIC (TRIMs) que resultó de la Ronda Uruguay porque vetó muchas prácticas utilizadas por los países en desarrollo, pero no enfrentó aquellas utilizadas por los países desarrollados (por ejemplo, políticas regionales, subsidios de localización o incentivos de contribuciones). Por lo tanto, el MIC/TRIMs pone énfasis sobre los deberes de gobiernos y limita las posibilidades de control local sobre las corporaciones transnacionales (CTN), sin incorporar medidas de balanceo. Esta misma falta de equilibrio se encuentra en el Art. 16 del AGCS. No se trata solamente de los méritos de las provisiones mismas, sino la falta general de un equilibrio mostrado en el enfoque de ‘prohibir’ las acciones que los gobiernos pueden tomar. El MIC/TRIMs restringe la capacidad de países en desarrollo de gestionar relaciones con las CTN y también de gestionar cambios estructurales de una forma socialmente responsable. El acuerdo MIC/TRIMs no nos da una base para el optimismo en términos de que surja un  acuerdo pro-consumidor de nuevas negociaciones sobre la inversión.

	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· Cualquier discusión de la inversión debería restringirse a la revisión o reforma del MIC/TRIMs.


La transparencia  en las prácticas de  contratación pública

Los métodos utilizados en las practicas de contratación pública afectan a los consumidores en forma directa según la eficiencia del gasto público y aún más directamente según la calidad de los productos y servicios adquiridos con el propósito de apoyar a los servicios públicos. Consumers International ha criticado, al igual que muchos otros, la falta de transparencia en los procesos a través de los cuales los gobiernos adjudican los contratos. Se aplican las críticas a los contratos adjudicados para la provisión de servicios al público en general (que se cubren en el AGCS) y también aquellos adjudicados a gobiernos. En nuestra experiencia, los titulares de concesiones extranjeras, por ejemplo, operan a menudo sobre la base de contratos no-publicados.

Existe preocupación en los países en desarrollo que negociaciones potenciales en la OMC sobre la transparencia de las practicas de contratación pública podrían llevar a discusiones sobre el acceso a los mercados, así poniendo las compañías pequeñas y medianas en una posición de desventaja frente a los actores más grandes. Sin embargo, es conveniente hacer notar que la declaración ministerial de Doha pasó por alto el difícil tema de Trato Nacional, lo que eliminaría ‘la posibilidad que los países opten de preferencia por los insumos y proveedores locales’. 

Es la transparencia en las obligaciones y la provisión de servicios (por ejemplo, la publicación de contratos de servicio) que es importante para los consumidores. La necesidad de ello existe a nivel doméstico. Por lo tanto, tal acuerdo queda fuera del ámbito de la OMC.

Algunos sostienen que las prácticas de contratación pública son un tema exclusivo de los mismos gobiernos. Sin embargo, esto no es un obstáculo para que éstos firmen un código de mejores prácticas como compromiso con la transparencia, incluso un compromiso de publicar los contratos. Esto podría ser un compromiso adicional al actual Acuerdo plurilateral de la OMC sobre las Prácticas de Contratación Pública. Sin embargo, un acuerdo ‘duro’ que opere como parte del compromiso único podría ser otro ejemplo de que las regulaciones de la OMC vayan más allá de lo debido. No estamos de acuerdo con aquello.
	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· El desarrollo de códigos de mejores prácticas sobre la transparencia de las prácticas de contratación, fuera del ámbito de la OMC.



Facilitación del comercio

Queda claro que la facilitación del comercio es adecuada para los esfuerzos dirigidos hacia la cooperación multilateral. Y en verdad, el tema es central para los beneficios que los consumidores pueden recibir del comercio. Su liberalización no tiene sentido si los productos sufren trabas como consecuencia de prácticas arbitrarias, y hasta deterioros como consecuencias de los problemas. El soborno de funcionarios aduaneros tiene sus raíces a veces en prácticas débiles en el tránsito o ingreso de los productos y en verdad algunos funcionarios tienen intereses creados en el mal funcionamiento de sistemas de tránsito en el sentido que maximiza la posibilidad de ofrecimiento de sobornos. Tales prácticas también privan a los gobiernos de rentas que provienen de derechos de aduana legítimos. Acuerdos internacionales podrían facilitar que se impidan los sobornos y que se identifiquen y distingan los procedimientos fronterizos adecuados de aquellos que son espurios.

Sin embargo, existen otras tribunas menos contenciosas para tratar tales temas. Muchos de los miembros de CI en los países en desarrollo consideran que la buena fe de los negociadores de la OMC se pone en entredicho a raíz del abuso de medidas fronterizas, tal como el uso espurio de normas de seguridad. También existe una cuestión práctica en el sentido de que la solución de conflictos en esta área podría tener el efecto de generar una cantidad enorme de conflictos en la OMC. En el supuesto de que no ha de aplicarse el Entendimiento sobre Solución de Diferencias, esto mina la necesidad que la OMC trate esta cuestión.
	
  Recomendaciones de CI para Cancún

· Las negociaciones sobre la facilitación del comercio deberían perseguir, de preferencia en un foro menos contencioso.





Normas

· Es difícil lograr un balance adecuado entre la fijación de normas de protección al consumidor y evitar caer en la generación de barreras injustificadas al comercio internacional. Se han dado a conocer casos en que da la impresión que se han establecido normas a niveles que dificultan extremadamente el acceso de los países en desarrollo a los mercados del Norte. Al mismo tiempo, se ha difundido ampliamente que las importaciones de los países en desarrollo provenientes de excedentes ’dumpeados’ son de mala calidad. Ello no provoca sorpresa porque muchos de los productos han pasado bastante tiempo en tránsito. Claramente el tema de la seguridad de los productos es materia de mucha importancia para los consumidores. Sin embargo, se necesita un enfoque consistente para evitar el levantamiento de barreras espurias en nombre de la protección del consumidor.

Los miembros de CI también han expresado inquietudes a nivel mundial sobre los alimentos genéticamente modificados, tema central del día mundial del consumidor el 15 de Marzo de 2003.

· Brasil. Miembros de CI ganaron un fallo en la Corte Suprema, insistiendo en la realización de evaluación ambiental previa a la autorización de la siembra.

· Ucrania. Miembros de CI cabildearon exitosamente en pro de la rotulación con etiqueta informativa para los consumidores. 
	Recomendaciones de CI para Cancún

· La OMC debe asegurar que las revisiones de los acuerdos sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF) y los Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) se conduzcan formalmente con libre acceso y plena consulta con los grupos de consumidores.

· La OMC no debe socavar las medidas que apoyan la elección informada. El etiquetado de alimentos modificados genéticamente, los proyectos de eco-etiquetado, incluyendo métodos de producción, no deben ser amenazados por las reglas de la OMC.

· La OMC debe asignar prioridad a la provisión de soporte técnico a los países en desarrollo con el propósito de ayudarles a mejorar la seguridad de los alimentos y productos y a participar en las instituciones que fijan los estándares internacionales.



Conclusiones

Las conclusiones que expresamos a continuación hacen referencia a los principios que a nuestro juicio deben guiar las negociaciones.

Principios de transparencia

Consumers International hizo un llamado por reformar la gestión del comercio internacional en los inicios de la Ronda de Uruguay hace mucho tiempo atrás. También advirtió, cuando se estableció la OMC en 1995, que insuficiencias en términos de transparencia y rendir cuenta de operaciones socavarían su legitimidad. Exponemos a continuación algunas sugerencias para el mejoramiento de los procedimientos y  las reglas del comercio internacional.
· Se debería posibilitar que todos los miembros de la OMC tengan la capacidad de evaluar la trayectoria actual de la liberalización del comercio  y las concesiones que se les demanden en las negociaciones actuales. CI propone que se otorgue el mandato y el presupuesto a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) para implementar este programa de investigación, en consulta con todos los actores interesados.

· Todos los miembros de la OMC deben tener la posibilidad real de participar efectivamente en el proceso de la toma de decisiones. A las reuniones de la Sala Verde y de mini- ministeriales deben ser invitados todos los miembros de la OMC. En caso contrario, ésta continuará siendo vista como un club dirigido por sus miembros más ricos, quienes se benefician mayormente. El principio de ‘consenso’ debe resguardar los derechos de los países más pequeños y pobres; ésta es la clave para la legitimidad misma de la OMC. En la práctica, el ‘consenso pasivo’ significa que la ausencia indica conformidad. Este proceso excluye a muchos miembros de la toma de decisiones claves.

· Deberían existir una consulta efectiva y la revisión parlamentaria sobre la formulación de políticas sobre el comercio internacional. El secretariado de la OMC se debería reunir con la Unión Interparlamentaria con el propósito de discutir la elaboración de directrices dirigidas al mejoramiento de la consulta y la revisión parlamentaria de las negociaciones del comercio internacional a nivel de cada país miembro.

· Con el propósito de asegurar que se representan todos los puntos de vista en las negociaciones y la implementación de las políticas de comercio, debería desarrollarse un esquema de acreditación con el propósito de permitir que las organizaciones no-gubernamentales internacionales puedan observar los procedimientos de la OMC.

El trato especial y diferenciado

En la medida que su membresía  ha aumentado desde el núcleo original de los países más ricos a la cifra de 146 (número que sigue subiendo), la OMC se ha visto obligada a enfrentar disparidades cada vez más grandes en los niveles de desarrollo económico de sus miembros, mediante el uso del trato especial y diferenciado. Bajo el TED, por ejemplo, la aplicación de las reglas del acuerdo relativo a los ADPIC opera con un cronograma más lento, y en el AsA se exigen menos concesiones en las negociaciones sobre tarifas de los países en desarrollo. Estas medidas tienen la ventaja de formar parte escrita de los acuerdos relevantes.

Sin embargo, muchos de los otros elementos del TED consisten esencialmente en exhortaciones a que los países desarrollados hagan sus ‘mejores esfuerzos’ por tomar en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. Un ejemplo reciente fue la iniciativa “Todo menos armas” de la UE, la que pretende proveer acceso al mercado para los países menos desarrollados. Sin embargo, el impacto de esta iniciativa también se vio disminuido por la discriminación continuada contra los productores de países en desarrollo en sectores ‘sensibles’ como el azúcar, donde la UE ha seguido protegiendo a sus propios productores. Todo esto muestra las limitaciones que se pueden aplicar al TED en la práctica. Sugerimos que hay que tomar las siguientes medidas en esta área:

· Deben extenderse las provisiones para el Trato Especial y Diferenciado, poniéndose en práctica como principio central y no como una excepción a las reglas generales. El TED debe ser obligatorio y legalmente vinculante y también estar sujeto a los mecanismos de solución de diferencias de la OMC.


· En términos de los Países Menos Desarrollados, el pilar central de TED debe ser el otorgamiento de acceso obligatorio, libre de derechos aduaneros y cuotas, para todas sus exportaciones hacia los países desarrollados. Este tratamiento debe estar estipulado de forma vinculante en los Acuerdos de la OMC.


· Existe la necesidad de un Acuerdo Marco transversal sobre el TED, donde se estipulen los principios de estas medidas y los procedimientos para su evaluación. 

La última palabra

Las alternativas a las negociaciones multilaterales sobre el comercio son  la acción unilateral o los acuerdos bilaterales/regionales que han proliferado a escala mundial. El unilateralismo, (probablemente por parte de los grandes poderes económicos), podría llevar a una guerra económica. El bilateralismo en la práctica favorece a menudo a uno de los dos lados y la regionalización solapada genera grandes confusiones. Por lo tanto, sin la existencia de la OMC, habría que inventar una institución similar donde tratar las negociaciones comerciales multilaterales.

Sin embargo, desde su inicio, la OMC ha sufrido un especie de ‘extensión sigilosa de misión’, que podría empañar su competencia inicial, o sea, el comercio internacional. Comparado con su antecesor, el GATT, la OMC ha integrado la nueva y vasta área de los servicios. Pero también ha incorporado temas que no están relacionados directamente con el comercio internacional, como la inversión y la propiedad intelectual en el acuerdo TRIMs y el acuerdo ADPIC. Existen aún más presiones para la integración de temas como los asuntos laborales y el medio ambiente. Las ‘nuevas cuestiones’ se relacionan parcialmente con el comercio internacional (específicamente, la facilitación de comercio y la competencia) pero se deslizan hacia materias que no están relacionadas directamente con el quehacer central de la OMC.

Contrario a la creencia general, la OMC es una organización pequeña en términos de su número de personal. Irónicamente, dado el debate sobre el fortalecimiento de capacidades dentro de los miembros de la OMC, es inevitable que su competencia creciente y cada vez más extensa provocará tensiones en su propia capacidad no solamente a nivel profesional sino también en términos de la factibilidad de lo que sensatamente se puede negociar. Creemos que ha llegado el momento de concentrarse en la agenda central.
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